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Intervención sobre la credencialización de mexicanos en el extranjero
Para compartir el beneplácito por tener este Proyecto de Acuerdo delante de nosotros, creo que esto subraya que la Reforma Constitucional en materia electoral no es un contenido programático de la Constitución Política como muchas otras cosas que están en la Carta Magna, sino que lo que se estable como derechos se concreta a través de una institución del Estado Mexicano, que en efecto, ofrece la garantía al ejercicio del derecho, en este caso a la identificación en el extranjero, que como bien se recordaba aquí por la Senadora Dolores Padierna, es una, creo, de las innovaciones que amplían derechos en la Reforma Constitucional de 2014.

Por supuesto, habrá que exigir a la Secretaría de Relaciones Exteriores, creo que la Ley ya le mandata y que hay una buena disposición de nuestra Cancillería para avanzar en la materia.

Pero así como se recuerda la necesaria obligación de la Secretaría de Relaciones Exteriores de coadyuvar en esta tarea que implica la ampliación de los derechos políticos, pero también a la identificación de los mexicanos que viven en el exterior, no está demás solicitar, exigir, es el término que usó el representante del Partido Acción Nacional, la responsabilidad de los actores políticos que tomarán decisiones presupuestales que necesariamente gravitarán sobre la posibilidad de que este Proyecto de Acuerdo llegue a buen puerto.

En los últimos días hemos visto algunas iniciativas para sin más recortar a la mitad el presupuesto del Instituto Nacional Electoral y debo decir que las tareas registrales que tener al día el Padrón Electoral que entregar un promedio de 12 millones de credenciales para votar año con año, que dar de baja a más de 750 mil personas en buena medida por defunción o por pérdida de validez de la credencial año con año, le absorbe a esta institución el 30 por ciento de su gasto de operación. Eso es lo que invierte el Estado Mexicano, no en mero gasto electoral, sino en asegurar que el derecho a la identificación de los mayores de 18 años, tenemos como Estado, como Nación todavía un pendiente con los menores de edad, pero para los mayores de 18 años, para las ciudadanas y los ciudadanos tenemos un instrumento de identificación confiable que expedía el Instituto Federal Electoral, que ahora expide el Instituto Nacional Electoral y que necesariamente se presupuesta dentro de las tareas del Instituto Nacional Electoral, pero que todos sabemos que es un bien público de uso difundido que no se limita, que no se restringe a votar cada 3 años.

Pocas veces la ciudadanía se identificó tanto con una institución como a través de la Credencial para Votar. Lleva tu Instituto Federal Electoral, trae tu Instituto Federal  Electoral, ahora es: Aquí está el Instituto Nacional Electoral, lleva tu Instituto Nacional Electoral para identificarse.

Esto ahora va a ir, como ya se señala, al exterior y fundamentalmente a los Estados Unidos, quiero adelantar que un estudio que encargó la Dirección Ejecutiva del Registro Federal de Electores al Centro de Investigación y Docencia Económicas nos señala, preliminarmente, que después de miles de entrevistas en Estados Unidos, que el 46 por ciento de los ciudadanos mexicanos residentes en Estados Unidos, definitivamente sí tramitaría su Credencial para Votar.

Esto nos habla de una demanda potencial muy alta que tendrá que ser atendida al paso de los años, no es de una vez, no es una aparición, es una construcción de un derecho y de ellos el 36.2 por ciento sí votaría, es decir, para hacer realidad el voto de los mexicanos en el extranjero, un paso previo es el que se está dando con la Credencial para Votar.

Quiero decir incluso que las cifras tan pobres que hemos tenido del voto desde el extranjero en las 2 últimas elecciones presidenciales creo, en buena medida, tienen que ver con el Modelo de Voto Postal, pero también hay que decirlo claramente, con el hecho de que no se podía credencializar en el extranjero y que entonces eran mexicanos que habían llevado su credencial obtenida en México, los que votaban y además tenían una dirección en la cual recibían el paquete con la boleta, el sobre para remitir, de tal manera que eran sólo los mexicanos en condición de legalidad en las naciones donde se encontraban, que es una minoría.

No es de sorprender que el grueso de los votantes desde el extranjero haya sido gente empadronada en la Delegación Benito Juárez, curiosamente, cuando sabemos que en términos absolutos son más los michoacanos, los veracruzanos que hay en el exterior.

De tal suerte que, subrayo, este acuerdo es un paso más en la dirección de hacer valer el derecho al voto, pero también de identidad, porque lo que nos está señalando el estudio del Centro de Investigación y Docencia Económicas (CIDE), es que la gente tiene amplio interés en credencializarse en el extranjero para tener una identificación reconocida en territorio nacional para cuando regrese y que ese interés en credencializarse es mayor que el interés por votar, lo cual también ocurre en nuestro propio territorio nacional, son más los mexicanos que tramitan su credencial, que los que acuden a las urnas, pero si no se tiene la credencial no se puede ejercer el derecho al voto.

Entonces subrayo el hecho de que esta tarea va a implicar recursos, por eso no es una aparición, no un día habrá mexicanos con credenciales en el extranjero si no se hace la inversión para estar produciendo las credenciales, para estarlas enviando con todas las garantías de seguridad y para estar atendiendo los trámites. Y eso va a exigir, en efecto, la colaboración y la disposición que la Secretaría de Relaciones Exteriores ya ha manifestado, quiero decirlo, pero también la responsabilidad de la entrega y la producción de la credencial caerá en este Instituto Nacional Electoral.

Por eso llamo a los Legisladores, a los partidos políticos a ser muy responsables para que no estemos, vía la Constitución Política ampliando derechos, y vía el Presupuesto de Egresos de la Federación en los hechos anulando derechos y reduciendo derechos. 

La Carta Magna es la Ley fundamental, no el Presupuesto de Egresos de la Federación, este se tiene que ajustar a aquella no al revés.

